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De hijos a nietos: 
memoria e historia de la Guerra Civil 
en la transición y en la democracia
El 11 de enero de 1977 tuvo lugar en Madrid la primera reunión entre 
cuatro representantes de la oposición democrática -Antón Canyellas, 
Felipe González, Julio Jáuregui y Joaquín Satrústegui, miembros de 
la llamada Comisión de los N ueve- con el presidente del Gobierno, 
Adolfo Suárez. En ella, según ha contado el representante del PNV, se 
expuso, se razonó y se pidió al presidente del Gobierno «que se otorgara 
una amnistía de todos los hechos y delitos de intencionalidad política 
ocurridos entre el 18 de julio de 1936 y el 15 de diciembre de 1976». En­
tendían los comisionados que no bastaban los indultos anteriores, ni la 
prescripción de los delitos y las penas por el mero transcurso de treinta 
años, sino que «se necesitaba un gran acto solemne que perdonara y ol­
vidara todos los crímenes y barbaridades cometidas por los dos bandos 
de la Guerra Civil, antes de ella, en ella y después de ella, hasta nuestros 
días». Este «gran perdón y olvido» en un acto protagonizado por el rey 
en nombre de la paz y de la reconciliación, «habría sido el primer título 
de honor y gloria del comienzo de un reinado». Jáuregui, expresando 
un sentir general, resultado de muchos años de contacto entre militantes 
de la oposición con disidentes del régimen, afirmaba que «con esta am­
nistía se hubiera perdonado y olvidado a los que mataron al presidente 
Companys y al presidente Carrero; a García Lorca y a Muñoz Seca; al 
ministro de la Gobernación Salazar-Alonso y al ministro de la Gober­
nación Zugazagoitia; a las víctimas de Paracuellos y a los muertos de 
Badajoz; al general Fanjul y al general Pita, a todos los que cometieron 
crímenes y barbaridades en ambos bandos» (Jáuregui 1977).
Era una convicción generalizada en los medios de la oposición que 
sólo la aprobación de una amnistía total podía clausurar la Guerra Ci­
vil y la dictadura y que sólo a partir de ella se podía iniciar un proceso 
constituyente. Si el Gobierno, porque ya había concedido una amplia 
amnistía en julio de 1976 o porque estuviera sometido a fuertes presio­
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nes en contra, no podía o no quería decretarla, entonces serían las Cortes 
resultantes de las elecciones que habrían de celebrarse en junio de 1977 
las que tendrían que asumir la tarea. Y así, en mayo del mismo año, 
cuando quedaban pocas semanas para las primeras elecciones genera­
les, ante la negativa de Suárez a la solicitud presentada por la oposición, 
la expectativa de amnistía general se trasladó del Gobierno a las Cortes: 
si la amnistía no se consumase antes de las elecciones, escribía Joaquín 
Ruiz-Giménez (1977), todos los partidos con representación en las fu­
turas Cortes debían comprometerse a promover y votar «antes que otra 
cosa, esas dos grandes leyes de reconciliación nacional: la de amnistía 
para todos y la de legalización general de cuantas asociaciones políticas 
y sindicales acepten la convivencia pacífica»; una reivindicación en la 
que no estaba solo el dirigente del Equipo Demócrata Cristiano del Es­
tado Español: desde comunistas a nacionalistas vascos, no quedó nadie 
sin afirmar que la primera tarea a la que debían enfrentarse las Cortes 
sería la de promulgar una amnistía general.
Por eso, no fue sino cumplir con la letra de un guión escrito desde 
los años cuarenta que en las declaraciones políticas formuladas por los 
partidos de la oposición el día de la constitución de las primeras Cortes 
elegidas por sufragio universal, todos recordaran la necesidad de pro­
mulgar una amnistía general. Lo hizo Xavier Arzalluz, anunciando que 
«los parlamentarios vascos conjuntamente» presentarían a la Cámara 
una proposición de ley de «amnistía general aplicable a todos los delitos 
de intencionalidad política, sea cual fuere su naturaleza, cometidos con 
anterioridad al 15 de junio de 1977». Arzalluz aclaraba que lo pedían 
para todos los inculpados por delitos políticos, no sólo para los vascos, 
«para que podamos comenzar una nueva época democrática [y] pueda 
haber un olvido de situaciones anteriores». «Ninguno venimos con el 
puñal en la mano», añadió, «ni venimos para rascar en el pasado. Veni­
mos de cara al futuro a construir un nuevo país en el que valga la pena 
vivir y en el que todos podamos vivir»1. No de otra manera se expre­
só en la misma sesión Santiago Carrillo cuando señaló para aquellas 
Cortes la necesidad de culminar «el proceso de reconciliación de los 
españoles con una amnistía para todos los delitos de intencionalidad po­
lítica». La razón era idéntica a la aducida por Arzalluz: «Bien sabemos
1 Diario de sesiones del Congreso de Diputados 5 ,27-VII-1977, p. 84, <http://www. 
senado.es/legisO/publicaciones/pdf/C_l977_005.PDF> (20/08/09).
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que ciertos sectores pueden estar dolidos por acontecimientos recientes; 
también nosotros lo estamos por atentados que están en la memoria de 
todos. Mas el resentimiento no es buen consejero a la hora de iniciar la 
andadura democrática»2.
De manera que el proceso de transición había reafirmado una con­
vicción muy extendida desde que comenzaron a menudear los encuen­
tros entre disidentes del régimen y militantes de la oposición: que el 
proceso constituyente con vistas a instaurar una democracia en España 
exigía como punto de partida la amnistía general de todos los delitos 
de intencionalidad política, cualquiera que fuese su resultado, come­
tidos desde el principio de la Guerra Civil hasta el día de las primeras 
elecciones generales. Esa reivindicación se sostenía en la memoria de 
la guerra como una «inútil matanza fratricida» que las nuevas gene­
raciones de universitarios españoles habían opuesto al discurso oficial 
sobre la Guerra Civil como una cruzada que había salvado a España 
de la muerte segura a manos de la anti-España. La memoria impuesta 
por los vencedores y administrada por la Iglesia católica en multitud 
de ceremonias funerarias y de celebración del triunfo reproducía todos 
los elementos propios de los mitos de salvación e implicaba una polí­
tica de liquidación y exterminio del adversario. Contra esa memoria se 
rebelaron los «niños de la guerra», que al considerar la guerra como 
inútil matanza borraban también de un plumazo la línea divisoria entre 
vencedores y vencidos tan nítidamente trazada por sus padres. A partir 
de esa apropiación vital y afectiva del pasado -que es, al cabo, en lo que 
consiste la memoria- no cabía más que inaugurar una política con un 
claro propósito: que los resultados de la Guerra Civil no determinaran el 
futuro, que no fuera imposible a un comunista hablar y entenderse con 
un católico. Por eso, siempre que un grupo de disidentes del régimen 
encontraba en una mesa de negociación a un grupo de la oposición, el 
primer punto de acuerdo consistía en mirar al pasado y decidir que no 
determinaría el futuro; dicho de otra forma, que sobre el pasado debía 
extenderse una amnistía general.
La transición reforzó esa mirada y la política que implicaba, porque 
a las razones que habían movido a los partidos de la oposición a recla­
mar amnistía en 1948 o en 1962 se había añadido una nueva, inexis­
tente entonces: la amnistía, además de abrir el camino a la democracia,
2 Ibid., p. 73.
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liquidaría todos los motivos que hasta ese momento podían aducirse 
para mantener viva la perversa dialéctica de violencia -represión- más 
violencia que había costado ya más de 200 muertes desde el comienzo 
de un proceso menos pacífico de lo que hoy tantas veces se dice. Si el 
Estado cortaba ese nudo gordiano -com o lo definió Arzalluz en su inter­
vención en el Congreso- la democracia vería renacer la reconciliación 
y la paz: los diputados estaban convencidos de que las razones para em­
puñar una pistola y cometer un atentado desaparecerían por los efectos 
taumatúrgicos de una amnistía general que permitiera a los chicos de 
ETA, y con ellos, a todos los acusados de delitos terroristas, volver a 
casa gracias a la promulgación de una amnistía general.
Esa expectativa es la que está en la base de la proposición de Ley 
de Amnistía presentada en el Congreso por todos los grupos parlamen­
tarios excepto Alianza Popular en octubre de 1977. La Ley 46/1977 de 
15 octubre está firmada por el rey y por el presidente de las Cortes; no, 
como los anteriores decretos y leyes, por el presidente del Gobierno o 
por el ministro de la Presidencia, y estaba expresamente dirigida a am­
nistiar lo que el decreto de julio de 1976 no se había atrevido a tocar: 
los actos de intencionalidad política «cualquiera que fuese su resultado, 
tipificados como delitos y faltas con anterioridad al día 15 de diciembre 
de 1976 [y] todos los actos de la misma naturaleza realizados entre el 
15 de diciembre de 1976 y el 15 de junio de 1977, cuando en la inten­
cionalidad política se aprecie además un móvil de reivindicación de las 
libertades públicas o de reivindicación de autonomías de los pueblos de 
España»3. No sólo eso: la amnistía se extendía también a todos los actos 
de idéntica naturaleza realizados hasta el 6 de octubre de 1977, siempre 
que no hubieran supuesto violencia grave contra la vida o la integridad 
de las personas. Todos estos distingos no se habían colado en la redac­
ción del artículo Io de la Ley de manera casual: se amnistiaba sobre 
todo a los presos de ETA, pero de rebote, como así fue, también a los 
del FRAP, GRAPO o MPAIAC, es decir, a todos los grupos de extrema 
izquierda y nacionalistas. A los que no se amnistiaba, aunque algunos 
salieron también beneficiados en el clima de confusión que presidió la 
aplicación de la Ley, era a los causantes de la matanza de Atocha, en 
cuya acción resultaba imposible detectar una intencionalidad política
3 Boletín OficiaI del Estado 246, 17-10-1977, <http://www.boe.es/aeboe/consultas/ 
bases datos/doc.php?coleccion=iberlex&id= 1977/24937> (20/08/09).
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movida por la reivindicación de libertades públicas o de autonomía de 
los pueblos de España.
Fue sólo en este momento cuando hubo un pacto o un quid pro quo, 
entre todos los grupos parlamentarios --excepto Alianza Popular- y, a 
través de ellos, entre Gobierno y oposición. Porque a cambio de la am­
nistía de los presos condenados por actos terroristas, el artículo 2o, letra 
e, incluía también «los delitos y faltas que pudieran haber cometido 
las autoridades, funcionarios y agentes del orden público con motivo u 
ocasión de la investigación y persecución de los actos incluidos en esta 
ley» y, por si fuera poco, en la letra f  se añadían «los delitos cometidos 
por los funcionarios públicos contra el ejercicio de los derechos de las 
personas». De modo que esta ley, única a la que cabe atribuir el carácter 
de un «pacto de amnistía», puesto que amnistiaba delitos contra la vida 
e integridad de las personas, de una parte, y contra el ejercicio de los 
derechos de las personas, de otra, no fue resultado de una decisión uni­
lateral del Gobierno, como los decretos anteriores, sino una ley promul­
gada por el Congreso elegido en las primeras elecciones democráticas y 
votada favorablemente por todos los grupos, excepto Alianza Popular, 
que se abstuvo.
Pero si todos quedaron liberados -incluido Miguel Ángel Apalate- 
gui, presuntamente implicado en el secuestro de Javier de Ybarra, asesi­
nado el 22 de junio de 1977, siete días después de las elecciones-, no es 
del todo exacto afirmar que esta ley ponía «a la misma altura a los fun­
cionarios que violaron sistemáticamente los derechos de las personas y 
a las personas que injustamente padecieron esas ilícitas agresiones», a 
aquellos que habían luchado pacíficamente por «lo que hoy son dere­
chos fundamentales». Ni es más acertado decir que por efecto de esta 
ley quedaron impunes los actos de violencia institucional cometidos a 
lo largo de la dictadura a cambio de liberar a «todos los presos políticos, 
legalizar al Partido Comunista y celebrar unas elecciones auténticamen­
te libres». Todo eso estaba ya conseguido cuando se aprobó la Ley que 
amnistiaba los actos de «violencia institucional»: los presos políticos 
llevaban ya varios meses en la calle, el Partido Comunista gozaba de 
legalidad hacía medio año, se había presentado con su nombre propio a 
unas elecciones generales y su grupo parlamentario no sólo se sumó a 
la proposición de ley sino que la defendió de manera muy convincente; 
y ni que decir tiene que las elecciones se habían celebrado ya en un am­
biente de alegría y libertad. Precisamente porque se habían celebrado
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-y  no para que se celebraran- los grupos de oposición podían reclamar 
con éxito la aprobación de una amnistía, ahora sí, general, como primer 
paso para la apertura de un proceso constituyente.
Por tanto, lo que la Ley de Amnistía promulgada por el Parlamento 
el 15 de octubre de 1977 puso a la misma altura los asesinatos de ETA, 
FRAP, GRAPO y MPAIAC y los delitos cometidos por los funcionarios 
públicos contra el ejercicio de los derechos de las personas; y si hubo 
pacto, como es evidente en el debate a que dio lugar este proyecto de 
ley, fue con el propósito de sacar a todos los presos de ETA de la cárcel 
y extender a cambio la impunidad sobre los actos de «violencia insti­
tucional». Un precio muy alto, podría pensarse, puesto que implicaba 
la renuncia a someter a juicio a todos los funcionarios que durante la 
dictadura violaron derechos fundamentales y a no hacer del pasado un 
arma de la lucha política del presente. No lo creyeron así, sin embar­
go, los que intervinieron en el debate del proyecto de ley, que, como 
Marcelino Camacho o Xavier Arzalluz, no dejaron de traer al recuerdo 
de la Cámara los sufrimientos y torturas padecidos por militantes del 
Partido Comunista o de ETA durante la dictadura. Tampoco lo enten­
dió así ETA, que vio en la Ley de Amnistía la muestra palmaria de una 
debilidad del Gobierno y decidió arreciar en su campaña de asesinatos, 
nunca interrumpida e inmediatamente reanudada con el asesinato de 
un concejal de Irán, tres días después de que el último preso vasco, 
Francisco Aldanondo Badional, Ondarru, saliera a la calle y recibiera el 
apoteósico recibimiento de sus paisanos de Ondárroa.
Ahora bien, la memoria de la guerra y de la dictadura que sirvió 
de base a la promulgación de esta amnistía general no era producto de 
una amnesia ni implicaba, en modo alguno, un silencio sobre el pasado. 
Repetir ese tópico cada vez que aparece un libro sobre la represión no 
sólo tergiversa y falsifica lo realmente ocurrido aquellos años sino que 
ignora lo mucho que durante la transición se escribió y se debatió sobre 
la guerra y la represión. Amnistiar el pasado, y no utilizarlo como argu­
mento en el debate político no implicó retirarlo del debate público ni del 
trabajo de los historiadores. Aquellos fueron los años de mayor difusión 
de revistas de divulgación histórica, repletas todas ellas de artículos y 
cartas sobre la guerra y el franquismo; se editaron decenas de memorias 
de anarquistas, comunistas, socialistas, republicanos, católicos, monár­
quicos, falangistas; se procedió a la reimpresión de colecciones de re­
vistas aparecidas en los años de República y Guerra Civil; se publicaron
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las obras de novelistas hasta entonces prohibidas por la censura; se des­
cubrieron y adecentaron fosas comunes y se erigieron monolitos en no 
pocos lugares; los periódicos concedieron especial atención al retomo 
de los exiliados, fueran personalidades de la cultura o dirigentes políti­
cos; las revistas culturales y de información general dedicaron decenas 
de artículos a revisar el pasado; se comenzaron a organizar ciclos y con­
ferencias sobre los acontecimientos más destacados desde la proclama­
ción de la República; las editoriales prestaron una atención especial a 
temas como el anarquismo, las colectividades, la revolución, el POUM, 
la represión; se publicaron las primeras obras sobre las guerrillas, la 
oposición al franquismo, las cárceles, la construcción del Valle de los 
Caídos. No menor importancia tuvieron los primeros debates académi­
cos sobre la naturaleza del régimen de Franco, la política económica, la 
censura, el papel de la Iglesia. Nada quedó sin explorar.
En realidad, más que amnesia y silencio, lo que definió aquellos 
años fueron las ganas de saber y divulgar, la acumulación de un primer 
capital de conocimientos sobre el que se ha podido ir edificando en años 
sucesivos, sin paréntesis ni interrupciones, una apabullante masa de li­
bros, folletos, artículos que constituyen hoy un cuerpo documental sin 
parangón posible con ninguna otra época de nuestro pasado: lo que la 
sociedad española ha invertido en trabajo, tiempo y dinero, en publi­
caciones, cursos, conferencias, series de periódicos y hasta alguna de 
televisión, en Guerra Civil y franquismo es incalculable: las entradas 
de cualquier bibliografía se pueden contar por miles y abarcan desde el 
ámbito estatal al municipio más perdido. Entonces, podría preguntarse, 
¿por qué la reiterada, rutinaria, denuncia de la desmemoria, el silencio, 
la amnesia que venimos oyendo desde hace años? Resulta casi impo­
sible abrir un nuevo libro sobre la represión de los vencidos que no 
comience, desde su mismo título, con una denuncia del pacto de silen­
cio, de la amnesia colectiva, del olvido y de la desmemoria que habrían 
sellado las bocas de los españoles durante aquellos años. Atenazados 
por el miedo, los españoles de la segunda mitad de los años setenta no 
se habrían atrevido a mirar atrás, habrían guardado silencio y dejado las 
cosas más o menos como se las encontraron. Gracias a este supuesto 
«pacto de amnesia», el franquismo habría podido sobrevivir a la muerte 
de su fundador, los españoles habrían vivido sometidos a una «tiranía 
de silencio», víctimas de una «conspiración contra la memoria», con los 
archivos «cerrados a cal y canto» y el sistema político en construcción
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durante aquellos años no sería más que la continuación de lo mismo 
por otros medios: la corrupción, el clientelismo, la oligarquización de 
los partidos politicos, la presunta escasez del capítulo dedicado al gasto 
social en los presupuestos del Estado, las conductas autocráticas o pre­
potentes de los líderes políticos, hasta la misma existencia de ETA se 
cargan, en incontables ocasiones y sin necesidad de mayor prueba, a la 
cuenta de todo lo que en la transición quedó por hacer, de que en España 
vivimos todavía bajo el peso de la herencia franquista.
Esta imagen de la transición como un tiempo de silencio y de am­
nesia, que se impone hoy desde todas las campañas de publicidad que 
acompaña la aparición de estos libros, se ha convertido en parte ya con­
solidada de lo que podría llamarse memoria de los nietos. En verdad, 
si la memoria de los hijos de la guerra se forjó en un acto de rebeldía 
contra el discurso de guerra y de victoria impuesto por los vencedores 
durante la larga dictadura, la memoria de los nietos podría entenderse 
como un rechazo de lo supuestamente realizado por la generación ante­
rior, que ha pasado a ser interpretado como una cesión, casi una traición, 
provocada por una «aversión al riesgo» que habría impedido romper 
con el pasado y exigir cuentas a los responsables del golpe de Estado y, 
en consecuencia, de la Guerra Civil y de la dictadura. Como en España 
todos los funcionarios permanecieron en sus puestos y a nadie se le 
abrió un proceso judicial, y ni siquiera se formaron comisiones de la 
verdad que investigaran bajo la tutela del Estado lo sucedido desde el 18 
de julio de 1936 hasta el 15 de junio de 1977, es decir, como en España 
la memoria no actuó durante la transición como acicate para la repara­
ción moral de perseguidos y represaliados, se entiende que lo ocurrido 
fue, en realidad, un eclipse de memoria, su desaparición, la ocupación 
de su lugar por la amnesia. De ahí la proliferación de agrupaciones de­
dicadas a lo que tantas veces de manera abusiva se llama recuperación 
de la memoria histórica.
Pero si es preciso recuperar será porque se habrá perdido. No que 
los españoles hubieran cultivado desde los años cincuenta una memoria 
de la guerra que conducía a una política de reconciliación; sino que, por 
miedo al riesgo, prefirieron -com o ha escrito un destacado publicista- 
que les fuera extirpado el lóbulo parietal en el que reside la memoria y se 
hubieran vuelto amnésicos; o bien, que después de un breve período de 
la recuperación del pasado iniciada «contra corriente» en la transición, 
el interés se agotó pronto, sepultado entre la indiferencia promovida por
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los partidos políticos. De esta manera, lo que se inició como una exigen­
cia de reparación moral y material de los perseguidos por la dictadura se 
ha convertido en una descalificación política del proceso de transición, 
aunque curiosamente sobre los avatares de la memoria y los progresos 
de la investigación durante el largo período de gobierno socialista se 
suele pasar como de puntillas. El resultado es que, de hijos a nietos, la 
memoria se ha literalmente invertido: la amnistía, que los hijos tuvieron 
como una de sus grandes conquistas, en verdad, como la gran conquista 
que despejaba el camino hacia la democracia, se considera por los nie­
tos como la gran traición, pues convertida en amnesia habría permitido 
la persistencia del legado de los vencedores de la guerra y bloqueado la 
reparación moral y política de los vencidos y el reconocimiento debido 
a los que lucharon contra la dictadura.
Esta memoria de las nuevas generaciones, con su exigencia de re­
paración moral de los vencidos durante la guerra y de los perseguidos 
durante la dictadura, ha tenido sobre la historia -entendida como trabajo 
de los historiadores, esto es, como conocimiento científicamente elabo­
rado del pasado humano, por decirlo con la venerable fórmula de Henri- 
Irénée M arrou- un efecto contundente: las investigaciones dedicadas a 
la represión se han multiplicado hasta el punto de dominar claramente 
a todos los demás temas relacionados con la República, la guerra y la 
dictadura. Desde la década de 1990 y, especialmente, desde el comienzo 
del nuevo siglo, el flujo de libros sobre la represión es continuo y a ellos 
debemos, ante todo, un conocimiento más cabal de la naturaleza del 
régimen construido por los generales sublevados contra la República. 
Difuminada la línea divisoria de abril de 1939, las nuevas generaciones 
de historiadores han roto con la especialización cronológica que dividía 
la Guerra Civil, desde 1936 a 1939, y el franquismo, de 1939 a 1975. 
Por haber saltado esa frontera, contamos hoy con estudios que arrancan 
de los años de guerra y se extienden hasta la construcción del Nuevo 
Estado, analizando las instituciones puestas en pie, la aparición de una 
nueva clase política, la consolidación de un nuevo sistema de domi­
nación, las vicisitudes de la política exterior, los exilios, las políticas 
económicas, las producciones culturales, el papel de la Iglesia católica, 
la brutal represión desencadena por los vencedores, el funcionamiento 
de los tribunales, la vida en las cárceles. En todos estos terrenos, y en el 
estudio de la instauración del nuevo régimen en los ámbitos locales, la
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historiografía española ha conocido un avance espectacular durante los 
últimos quince años.
Con todo, al fundir «Guerra Civil» y «franquismo» se ha producido 
en muchos casos la absorción de la primera en la problemática propia 
del segundo, relegando a un plano secundario lo que la violencia en 
la Guerra Civil tiene de específico en relación con la dictadura. Dicho 
de otro modo, como la memoria de los vencidos y el reconocimiento 
a los perseguidos se ha convertido en objetivo central de la reciente 
investigación, están cayendo en progresivo olvido -o  se está dejando 
su recuerdo al cuidado exclusivo de los epígonos del franquismo- las 
víctimas de la represión en la zona republicana, bien porque se presen­
tan acríticamente como si se tratara de muertos por casualidad, por una 
especie de ira espontánea o incontrolada, por mera represalia, bien por­
que se minimiza la magnitud de su persecución. Es significativo que el 
grueso volumen que recoge las ponencias y comunicaciones debatidas 
en el congreso «Los campos de concentración y el mundo penitenciario 
en España durante la Guerra Civil y el franquismo», celebrado en Bar­
celona en octubre de 2002, no incluya ni una sola línea dedicada a las 
cárceles existentes en zona republicana durante la Guerra Civil, como 
si no hubieran sido decenas de miles los encarcelados y fusilados en 
territorio de la República durante esos años. De pronto, en libros que 
llevan por subtítulo «Los campos de concentración y las prisiones du­
rante la Guerra Civil y el franquismo», los encarcelados y ejecutados en 
la zona republicana se han vuelto invisibles. Se dirá que de esos muertos 
ya se ha hablado bastante, que a ellos se dedicó la causa general y que 
ya obtuvieron su reparación. Pero eso, para el trabajo del historiador, 
no puede ser una excusa: de la exclusiva visibilidad de los muertos en 
«zona roja», propia de los años de la dictadura, no podemos pasar a la 
exclusiva visibilidad de los muertos en «zona nacional», como si una 
supuesta memoria democrática consistiera en volver del revés la memo­
ria impuesta durante la dictadura.
Esta invisibilidad guarda una estrecha relación con el segundo re­
sultado de la absorción de la problemática «Guerra Civil» en la proble­
mática «franquismo» o «dictadura»: haber atribuido a todos los que res­
pondieron con las armas en la mano a los militares rebeldes el carácter 
de combatientes por la democracia y haber reducido en consecuencia 
las complejas luchas y los cruces de conflictos que caracterizaron a la 
República española a una defensa de la democracia contra un ataque
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del fascismo. Se está abriendo así un foso entre una memoria de la Re­
pública en guerra que elimina la complejidad y el cruce de conflictos 
y una historiografía que ha identificado cada vez con más rigor los en­
frentamientos no ya entre las distintas fuerzas que combatieron en su 
defensa sino dentro de cada partido o sindicato. En el lado de la Re­
pública combatieron anarquistas, sindicalistas, comunistas, socialistas, 
republicanos, nacionalistas catalanes y vascos, militares leales, incluso 
algunos católicos y conservadores. Los conflictos entre estas organiza­
ciones fueron abundantes y dieron lugar, como es bien sabido, a guerras 
dentro de la guerra, en las que lo que se dilucidaba estaba lejos de ser 
una defensa de la democracia. Pretender ahora la construcción de una 
llamada «memoria democrática» -una expresión contradictoria, pues 
la democracia, a diferencia de la dictadura, habrá de dar lugar inevi­
tablemente a múltiples memorias- como si todo lo que en el lado de 
la República se oponía a los militares rebeldes fuera una lucha por la 
democracia es puro anacronismo, una auténtica invención del pasado. 
Sin duda, había demócratas entre los defensores de la República, pero 
no eran los más ni fueron los demócratas quienes tuvieron siempre en 
sus manos el control de la situación.
En fin, sobre esta absorción de la Guerra Civil por la dictadura se 
ha producido un significativo cambio en el tratamiento que Gobierno 
y Parlamento proyectan dar a nuestro pasado. Elace un par de años, la 
Comisión de Constitución del Congreso aprobó una resolución en la 
que se recordaba «el deber de nuestra sociedad democrática de proceder 
al reconocimiento moral de todos los hombres y mujeres que fueron 
víctimas de la Guerra Civil así como de cuantos padecieron más tarde 
la represión de la dictadura franquista»4. La distinción entre víctimas 
de la Guerra Civil y de la represión franquista, tan apropiadamente es­
tablecida en esta resolución, ha desaparecido del acuerdo del Consejo 
de Ministros de 23 de julio de 2004 que atribuye a una futura Comisión 
Interministerial la tarea de elaborar un informe sobre los derechos re­
conocidos hasta la fecha a las personas que, «por su compromiso con 
la democracia, fueron objeto de actuaciones represivas desde el inicio
4 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados. Comisiones, 625, 20-XI-2002, 
p. 20511, <http://www.congreso.es/public_oficiales/L7/CONG/DS/CO/CO_625. 
PDF> (20/08/09).
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de la Guerra Civil hasta la plena restauración de la democracia»5. Es 
posible que el inciso «por su compromiso con la democracia» quiera 
significar a quienes fueron asesinados o ejecutados durante la Guerra 
Civil por los rebeldes a medida que iban ocupando territorio de la Repú­
blica. Pero se trata de un concepto tan confuso y anacrónico que dejaría 
fuera de una posible rehabilitación a todos los asesinados en la Guerra 
Civil en la represión desencadenada en territorio republicano, fueran 
o no partidarios del bando rebelde: ¿fue asesinado Andreu Nin por su 
«compromiso con la democracia»? Y si -com o es evidente- no lo fue 
por esta causa ¿dejaría de tener derecho a una reparación? Las víctimas 
de la Guerra Civil -sea  en la República, sea en territorio controlado por 
los rebeldes- no pueden ser objeto del mismo trato que las víctimas de 
la represión de la dictadura, cuando sólo actuaban consejos de guerra 
de un Estado militarizado. Desde el golpe de Estado y desde la revolu­
ción que fue su inmediata secuela decenas de miles de españoles fueron 
«víctimas de la Guerra Civil» aunque su compromiso estuviera lejos de 
ser por la democracia e incluso aunque no tuvieran compromiso alguno: 
miles de pacíficos ciudadanos fueron liquidados en aquellos macabros 
«paseos», en la zona rebelde como en la zona republicana, sin procesa­
miento, sin juicio alguno, por la más nimia sospecha de simpatía hacia 
el otro bando. Un Estado democrático tiene que asumir la carga de todo 
el pasado y no puede hacer con ellos distinciones, por más que las hicie­
ra la dictadura, que sólo honró la memoria de sus muertos.
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